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 Para evitar los riesgos de lo que podía ocurrir en cuanto los algoritmos se perfeccionasen, premonitoriamente, Tim Berners-Lee, artífice de la World Wide Web, en un libro titulado en España «Tejiendo la red» (Siglo XXI, 1998), escribió:

«Debería haber una política de privacidad por defecto obligatoria por ley que proteja al individuo (…) la falta de dicha obligación permite a una compañía hacer lo que quiera con cualquier dato privado que pueda extraer»





Prólogo


 El derecho de defensa de los intereses jurídicos ajenos, que a través de los siglos le han sido confiados a la abogacía, ha convertido a la profesión en el verdadero garante de los derechos de las personas. La adecuación de la abogacía a las transformaciones sociales, sin embargo, no ha desvirtuado ni un ápice su función de garante del derecho de defensa adecuándolo al signo de los tiempos, pero conservando los principios deontológicos de los que no puede sustraerse desde sus inicios; entre ellos, los de confidencialidad, independencia, lealtad, probidad y humanidad, con la obligación de guardar y hacer guardar el secreto profesional.

José Ricardo Pardo Gato, autor de la presente obra, es un reconocido abogado en ejercicio y también un prestigioso académico de la Real Academia Gallega de Jurisprudencia y Legislación que ha escrito mucho y bien sobre la abogacía, a la que le ha dedicado libros y artículos de investigación jurídica que le han permitido cosechar más de una veintena de premios de las instituciones más prestigiosas del mundo del Derecho y de la abogacía, lo que testifica la calidad de sus aportaciones científicas en el ámbito jurídico. Junto a una brillante carrera profesional de abogado, que le ha permitido conocer la realidad de la práctica de la abogacía, ha creado uno de los mejores despachos del país, con sedes en A Coruña y Madrid, y también ha participado ampliamente en la enseñanza de los jóvenes abogados y abogadas que se forman en nuestras escuelas de práctica jurídica, propiciadas a principios de los años noventa por la Abogacía institucional a través de sus colegios y del Consejo General.

Él es, pues, un conocedor del Derecho y del pálpito social que a través de los despachos de abogados llega a interpelar a la profesión y a la justicia sobre los cambios que en ella se van produciendo. Así, las dificultades que se plantean ante los retos a los que se enfrenta la persona en su vida cotidiana y a los anhelos que la sociedad expresa para responder a las necesidades, urgencias y peligros que pueden poner en cuestión los derechos individuales y los propios derechos de la colectividad. 

No cabe duda que las transformaciones sociales de los siglos XIX y XX, con sus revoluciones industriales y sus terribles guerras, han puesto de manifiesto la necesidad de poner la dignidad de la persona en el centro, o —mejor dicho— en el fundamento de un nuevo orden jurídico que está transformando nuestra sociedad y que le ha permitido alcanzar las mayores cotas de bienestar social y de protección de los derechos fundamentales jamás alcanzados. Al mismo tiempo, sin embargo, los enormes desequilibrios y las amenazas a las que se enfrenta la humanidad son más evidentes y se perciben con mayor claridad gracias también a los avances científicos, tecnológicos y de conocimiento. Ya no vivimos en la aldea, sino en la aldea global, y el Derecho no tiene más remedio que atender a ello con seriedad y rigor.

Uno de los retos es, sin duda, el tecnológico: la inteligencia artificial, la machine learning, chatbots, bitcoin, blockchain y big data, están poniendo a prueba la capacidad de adaptación de la persona y de las sociedades en general para proteger su individualidad, su intimidad y su propia libertad. Y a ello responde el libro que tenemos en nuestras manos. En el estudio que se nos presenta, el autor entra sin complejos en estos retos a partir de la Ley 34/2002, de 11 de julio, conocida como “Ley de Internet”, y nos sumerge en los avances que desde entonces se han venido produciendo y en la propia evolución del sistema jurídico nacional e internacional, y, a través de ello, pone en evidencia las necesidades de adecuación y de protección de los derechos. 

El repaso de la legislación y normativa vigente es uno de los ejes sobre el que discurre la obra, centrándose, como no puede ser de otra manera en el autor, en la necesidad de preservar la protección de los datos de carácter personal y en aquello que pueda afectar a la deontología profesional del abogado en cada caso; así como a los abogados y a las instituciones que los acogen en el deber de ayudar a su protección, facilitando y/o prohibiendo prácticas que la puedan poner en cuestión. 

En ese empeño el autor pone de relieve la interpretación que desde los tribunales se ha venido haciendo respecto del entramado jurídico-normativo que la contempla. El repaso que se efectúa de la jurisprudencia y muy especialmente de la doctrina que emana de las sentencias del Tribunal Constitucional español y de los Tribunales Europeos que han tenido ocasión y oportunidad de hacerlo, como lo es el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) del Consejo de Europa y el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE), resulta de gran utilidad; pues la precisión con que los analiza ayuda a comprender el alcance del problema y la necesidad de afrontarlo desde la óptica del abogado a quien de una manera muy particular interesa. En este análisis no se olvida tampoco de las aportaciones doctrinales que desde el mundo de la academia han venido haciéndose.

No cabe duda que la confidencialidad y el secreto profesional pueden ser realmente puestos en cuestión en el mundo de la cibernética, que ha llegado a unos niveles de desarrollo difícilmente imaginables hace unos años.

El tema de la protección de datos de los clientes, sean individuales o no, ya no corresponde en exclusiva a la responsabilidad del abogado que actúa en la intimidad de su despacho, sino que hoy en día el tema no puede contemplarse sin atender a la realidad de los despachos colectivos y de los grandes despachos, nacionales y transnacionales, en los que pueden intervenir un número indeterminado de abogados. Ello, por tanto, obliga a que en sus estructuras se tenga en cuenta la vigilancia que debe efectuarse sobre los niveles de seguridad de sus ficheros y registros. 

La confidencialidad, que debe asentarse en la confianza entre abogado y cliente, resulta imprescindible tanto para el ejercicio de la defensa de los intereses puestos en manos del abogado, como en la certeza por parte del cliente de que estos no se divulgarán ni utilizarán con fines distintos a los de su propio interés y defensa. No puede olvidarse en nuestro país que el vigente Estatuto General de la Abogacía establece que “son obligaciones del abogado para con la parte por él defendida, además de las que se deriven de sus relaciones contractuales, el cumplimiento de la misión de defensa que le sea encomendada con el máximo celo y diligencia y guardando el secreto profesional” (artículo 42.1 Real Decreto 658/2001, de 22 de junio). 

Un aporte a mi entender muy importante en la obra que nos ocupa es aquél que afecta a la necesaria adaptación de los despachos de abogados a la normativa sobre protección de datos. Aquí el autor dedica un muy amplio y destacado capítulo que entiendo es de enorme interés para los despachos de abogados. La adaptación de éstos a la normativa sobre protección de datos es ya una necesidad y una obligación. El autor, de una manera didáctica y clara, nos muestra a través de la organización de su propio despacho profesional todo aquello que hoy en día se precisa para actuar de forma correcta y responsable en una materia tan delicada y fundamental para el ejercicio de la profesión en estos momentos de nuestra historia. 

No sabemos todavía qué nos depara el futuro, pero los retos de la inteligencia artificial y de la revolución de las máquinas de la que venimos oyendo hablar atisban un futuro muy distinto. Con toda probabilidad yo no lo veré en su mayor desarrollo, pero, en cualquier caso, el derecho de defensa, la confidencialidad, la privacidad y la protección de los derechos fundamentales seguirá estando en manos de los profesionales de la abogacía, y, a buen seguro, estos no existirán sino se preservan los principios deontológicos que desde los inicios de la civilización han venido acompañando a sus profesionales.

El libro, aparte de su interés doctrinal y didáctico, comprende anexos de gran utilidad para quien desea adentrarse en esta materia y poder profundizar en ella. 

Solo me resta, pues, felicitar a su autor y agradecerle, una vez más, su gran aportación a la abogacía, al derecho de defensa que la distingue y a la deontología que debe observar.

 

Eugenio Gay Montalvo

Barcelona, 15 de mayo de 2019
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Capítulo I Desde la aprobación de la «Ley de internet» hasta los nuevos retos tecnológicos: Inteligencia artificial, Machine learning, Chatbots, Bitcoin y Blockchain, Big Data…



 1.  Preliminar

La aprobación en el año 2002 de la conocida como «Ley de Internet» [Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico] puso en el disparadero la vieja polémica existente en la red: un pulso latente entre la libertad de información y el derecho a la intimidad (1) . El temor a los delitos informáticos, el enorme potencial económico de esta malla mundial multimedia y, sobre todo, la diferencia abismal de conocimientos entre simples usuarios y expertos avezados, sitúa a estos últimos bajo permanente sospecha.

Hackers, crackers y phreackers son términos que nos vienen a la mente a la hora de poner en solfa la debilidad del sistema informático y el uso de las modernas tecnologías (2) , y más aún aquellos individuos que sobrepasan la frontera de la legalidad y se adentran en el terreno de los conocidos como «delincuentes informáticos»: responsables de robos electrónicos, intercepción de compras online en beneficio propio o falsificación de tarjetas de crédito mediante la duplicidad de las bandas magnéticas, entre otros posibles actos ilícitos.

La aplicación en España tanto de la LSSI como de la posterior legislación sobre firma electrónica [Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica] (3) , con la implantación del DNI digital y la fiabilidad en la identificación del navegante, supuso sin duda un punto de inflexión en el ámbito de la ciberseguridad en nuestro país, a lo que hay que añadir una tipificación punitiva especifica en el Código Penal para los casos de piratería informática y otros delitos cometidos usando la red (4) .

No obstante, toda esta legislación, aunque ha servido para paliar la ausencia hasta ese momento de una normativa específica al respecto, no ha evitado sin embargo la proliferación de los riesgos informáticos, algunos preexistentes a la fecha de su promulgación y otros nuevos que han ido apareciendo con el tiempo, así como los que se intuye formarán parte del futuro más inmediato.

En este contexto, entre estas evoluciones a tener en cuenta, y que se antojan como los retos más importantes a los que hacer frente desde la perspectiva legal, se encuentran:


	
•  La Inteligencia Artificial, con el obligado rediseño de todos los servicios para el móvil.

	
•  La robótica, tomando como ejemplo el conocido robot Ross, considerado el primer abogado «artificialmente inteligente del mundo», desarrollado desde la Universidad de Toronto y sustentado bajo la plataforma Watson de IBM, y que más bien lleva a cabo un trabajo específico de un técnico jurídico o de asistente, de servicio «paralegal», que de un abogado propiamente dicho (5) .

	
•  Los asistentes virtuales y el aprendizaje de las máquinas o machine learning, en tanto que a través de algoritmos las personas podrán entrenar a las máquinas y suministrarles un ingente volumen de datos relacionados con sus intereses, de tal manera que estas a su vez los prueban y analizan, establecen coincidencias o diferencias y, en base a todo ello, realizan predicciones en función de unos parámetros determinados. Simultáneamente, tales máquinas están en condiciones de recibir continuamente nuevos datos, así como tomarlos de otras posibles fuentes, con lo que pueden incrementar su capacidad de análisis y predicción.

	
•  En especial para la abogacía de persona física, los chatbots o robots que charlan, a modo de asistentes virtuales, cuando hablamos por teléfono, y que aproximan el cliente al abogado en todo momento, a través igualmente del análisis predictivo y del aprendizaje automático, con una mejora progresiva en función del mayor número de conversaciones que se lleven a cabo.

	
•  El uso de criptomonedas o bitcoin, así como de los blockchain o cadena de bloques, en el ámbito cambiario general también afectará ineludiblemente en el actuar del abogado y en el de otros profesionales, como los registradores, al hacer descansar la confianza en los movimientos monetarios en algoritmos matemáticos y no en las habituales transferencias o transacciones realizadas a través de bancos o entidades similares.

	
•  El big data, término evolutivo que describe cualquier cantidad voluminosa de datos estructurados, semiestructurados y no estructurados que tienen el potencial de ser extraídos para obtener información.



Algunos de estos avances son ya una realidad, mientras que otros, como la robótica, los vemos como algo todavía lejano, casi como un desideratum, pero que a buen seguro tendremos que afrontar más pronto que tarde. Me detendré a continuación sobre aquellos que empiezan a estar presentes en las previsiones de los despachos, por ahora de las grandes firmas, pero que con el tiempo su atención se extenderá a todo el sector de la abogacía, me estoy refiriendo a la inteligencia artificial y al machine learning.

2.  La inteligencia artificial

La inteligencia artificial, también llamada «inteligencia computacional», es de entre todas las novedades tecnológicas referidas la que plantea a priori mayores esfuerzos de adaptación por parte de la Abogacía, ora institucional, ora individual o de ejercicio colectivo. Ha sido considerada, de hecho, como el fenómeno sobre el que se sustentará la denominada «cuarta revolución industrial», que será objeto de estudio para las futuras generaciones como uno de los hitos más grandes de la humanidad, con un impacto tal como el que tuvo en su día el fuego o la electricidad (6) . Se trata, ni más ni menos, que de la inteligencia exhibida por las máquinas y consiste en el término empleado para referirse a cualquier tipo de software capaz de ejecutar una tarea o función normalmente asociada a una persona, por requerir de una cierta inteligencia o capacidad intuitiva.

Así, en el ejercicio profesional la IA puede servir de base al abogado en diversos ámbitos de actuación (7) :


	
•  Localización y revisión de contratos y documentos: este instrumento resulta idóneo para la búsqueda de documentación y contratos, a través de la localización de términos, expresiones o frases que se relacionan o encajan con un determinado criterio predefinido. Es un modo de robotizar la gestión de la documentación legal gracias al procesamiento del lenguaje natural y que facilita a los abogados y a otros profesionales jurídicos poder manejar en mejores condiciones, y de una manera más sencilla, la información que precisan, tanto para la preparación de litigios como para procedimientos due diligence.En este sentido, es importante para la comparación de documentación contractual por medio de la detección de cláusulas coincidentes o no coincidentes, adicionales o inexistentes, así como el grado de divergencia que puede haber entre las mismas; clasificación de las estipulaciones y de los propios contratos conforme el tipo de que se trate, fechas, importes que en ellos aparezcan, etc.; o como variación de valores económicos objeto de pacto según estadios predeterminados de precios o garantías. Desde un punto de vista práctico, una vez fijado un criterio, por ejemplo «Localiza todos los contratos firmados por el despacho en los últimos 3 años», la IA encuentra esa información específica y sobre ella se puede establecer una serie de reglas o parámetros que faciliten a la postre el trabajo del abogado.



	
•  Búsqueda de información, doctrina, legislación y jurisprudencia: hablamos no solo de un simple tecleo de una frase o palabra clave en un buscador de internet, sino de un barrido más inteligente, tecnológica o «artificialmente» hablando, así como de una búsqueda más rápida y eficaz, teniendo en cuenta de manera primordial el contexto que engloba o rodea determinados términos, que es precisamente lo que concreta y separa la información relevante de la no pertinente.

	
•  Analítica predictiva: fundamentada en un análisis predictivo de resultados para el planteamiento de diferentes estrategias de actuación. Tras analizar el ingente volumen de precedentes con los que cuenta, la IA se convierte en un medio o herramienta idónea cuando de predecir resultados judiciales se refiere o de estimación de probabilidades de que el juzgador falle en un sentido u otro a tenor del histórico profesional del juez en cuestión. Y lo mismo cabría decir, por ejemplo, cuando queremos estimar el importe de una indemnización por despido o por accidente de circulación, o el de una pensión alimenticia que el letrado pretenda solicitar para su cliente.Pero es en el ámbito de búsqueda jurisprudencial donde la IA presenta mayores ventajas al letrado, dado que, como afirma Bruch Maseras, «la analítica es capaz de detectar los argumentos con los que un juez tradicionalmente falla en positivo o en negativo» (8) , lo que redunda en una valiosa información para el abogado a la hora de preparar sus escritos de demanda o contestación, así como también poder calcular el tiempo estimado en el que el juez o el tribunal dictará sentencia según la sala conocedora del asunto.



	
•  Preliminares en la preparación de una demanda o escrito de contestación: partiendo, por tanto, de la analítica predictiva y de la propia búsqueda avanzada e inteligente referida, el abogado podrá disponer de la información requerida para el desarrollo de un primer borrador de demanda o contestación, en base precisamente a los algoritmos lógicos que actúen sobre la documentación con la que cuenta la IA, así como de las tendencias de emisión de sentencias de aquellos jueces sobre los que recaerá el deber de juzgar el caso concreto.

	
•  Sistemas automatizados de diagnóstico encaminados a aportar solución a determinadas situaciones jurídicas: en consonancia a todo lo anterior, la IA también posibilita la creación de sistemas automatizados de diagnóstico con la pretensión de resolver específicos problemas jurídicos que se planteen. Y ello en base al recurso a soluciones web ejecutables a demanda de los abogados o usuarios, configurables de acuerdo a la información y/o documentación que estos incorporen y que a su vez será debidamente contrastada por la aplicación, lo que se traducirá en la sugerencia de posibles soluciones a la situación propuesta o la emisión de ciertos diagnósticos a temas suscitados.



3.  Machine learning

Una rama de la inteligencia artificial aplicada (conocida como Weak AI) es el machine larning, sistema con el que se pretende conseguir que las máquinas aprendan de una forma automática.

Como apuntamos, se trata de un modelo de aprendizaje automático fundamentado en el entrenamiento de algoritmos, con el objetivo de que, «a partir de patrones obtenidos del análisis de datos, realicen predicciones perfeccionando modelos que nos ayuden a generar ideas y tomar mejores decisiones» (9) . En este sentido, para un aprendizaje mayor, que dotará a la máquina a su vez de un mejor funcionamiento, cobra importancia el volumen de datos e información con la que cuente, así como del algoritmo de que se trate, ya sean algoritmos supervisados por humanos [tanto para la entrada (inputs) como para la salida de datos (outputs)] o no supervisados (deep learning).

En la actualidad, el machine learning ha entrado de lleno en el sector de la abogacía, y de los profesionales del Derecho en general, a través de diversos proyectos de Legaltech, basados en el uso de la tecnología y el software en servicios de tipo legal: software de gestión, generación de contratos, documentos legales y reclamaciones online, marketing digital jurídico, etc.; lo que puede contribuir a un ahorro de costes y de tiempo, así como de proyección de trabajos, con la consiguiente transformación digital de los despachos.

4.  Cibertecnología y deontología

Toda esta modernidad y avances tecnológicos, con sus potencialidades y beneficios, junto con los problemas de adaptación que toda novedad supone, habrán de casar igualmente con los tradicionales postulados éticos, de sentir humano y de calado profesional, entre los que se encuentran los deberes deontológicos que desde antiguo le asisten al abogado.

Y así como para perseguir la piratería informática nació un nueva policía: el «ciberdetective», como cuerpos de seguridad especializados en seguir los pasos de una actividad tecnológica ilícita desde el PC atacado hasta el ordenador o máquina de la que partió la intromisión, pasando necesariamente por el prestador de servicios (10) ; también en el ámbito deontológico el abogado habrá de valerse de los servicios técnicos y jurídicos que la nueva realidad digital y cibertecnológica le ofrecen para garantizar su buen proceder profesional. Igual adaptación deberán realizar asimismo los colegios de abogados como vigías que son del debido cumplimiento ético por parte de sus colegiados, entre otros aspectos: el deber de secreto profesional y la confidencialidad que debe prevalecer entre este y su cliente.

A este respecto, existe ya un Proyecto de Informe de la Comisión de Asuntos Jurídicos del Parlamento Europeo con recomendaciones destinadas a la Comisión relativa a las normas de Derecho civil sobre robótica [2015/2103 (INL)], publicado el 31 de mayo de 2016, en lo que constituye el primer texto europeo sobre esta cuestión y el principal referente a tener en cuenta en la materia. En este informe —cuya redacción principal se acompaña como Anexo 1 al presente estudio (11) — se detalla una propuesta de resolución en la que, entre otras cuestiones, se incluye: la obligatoriedad de un seguro de responsabilidad civil específico; establecer un fondo de compensación; un régimen de responsabilidad limitada para el fabricante, el programador, el propietario o el usuario (un fondo general para todos los robots autónomos inteligentes o un fondo individual para cada categoría de robots); la creación de un número de inscripción individual que ha de figurar en un registro específico europeo; y, dando un paso más, la configuración de una personalidad jurídica propia para los robots.

Pero, por lo que a nuestro estudio afecta, lo más relevante del referido informe del Parlamento Europeo es que para dar soporte ético a todas estas propuestas, por ejemplo en cuanto a la intimidad, la integridad, la autonomía y la protección de datos, se considera preciso un marco deontológico que sirva de orientación sobre todos estos aspectos. Así, se propone, como anexo a la resolución del informe, una carta sobre robótica, un código de conducta ética para los ingenieros de robótica y un código deontológico para los comités de ética de la investigación. Textos pioneros en Europa sobre normativa ética en el uso de la robótica y la inteligencia artificial, antesala de una futura regulación comunitaria centrada en su utilización, que han de ser tenidos muy en cuenta también a los efectos de la ética predicable en el actuar del abogado cuando intervengan tales medios.

Y es que la confianza imprescindible que ha de existir a la hora de contratar los servicios de un abogado, e igualmente a lo largo del desarrollo de su labor de asesoramiento y defensa jurídica, no es algo que la inteligencia artificial y los nuevos desarrollos tecnológicos puedan reemplazar fácilmente. No obstante, la confianza debe seguir siendo el pilar principal sobre el que se sostiene la calidad del trabajo letrado y los esfuerzos de la Abogacía habrán de ir encaminados a su preservación y puesta permanente en valor. Por ello, el secreto profesional y el deber de confidencialidad habrán de mantenerse inalterables como postulados básicos de la profesión, cuya preservación debe estar siempre garantizada con independencia de los procedimientos de los que podamos servirnos en cada momento.
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Capítulo II El secreto profesional y el deber de confidencialidad adaptados a la ciberseguridad


 1.  Preliminar

Pese a ser un deber deontológico inherente a la condición de abogado, aún en el siglo XXI el secreto profesional constituye uno de los aspectos más controvertidos a los que se enfrenta la práctica de una abogacía moderna y renovada. No en vano se trata de un auténtico derecho/deber, cuyo reconocimiento legal y deontológico no puede ser cuestionado por nadie, pero cuya interrelación genera numerosas fricciones, pues en ocasiones no es fácil delimitar con rotundidad sus límites y contenidos (1) .

Y no puede ser de otro modo, ya que nos adentramos en un terreno en el que deben congeniar la apreciación y el criterio subjetivo del abogado, en su faceta de profesional, con el respeto a algunos de los derechos que en el ordenamiento jurídico alcanzan el estatus de fundamentales, tales como el derecho a la intimidad y el derecho de defensa que asiste a todo ciudadano, potencial cliente.

Cohonestar estos aspectos primordiales con la seguridad requerida y con la ciberseguridad, en cuanto a los elementos tecnológicos se refiere, resulta de obligada atención y cumplimiento para el adecuado desarrollo de la abogacía en su adaptación ineludible a los nuevos tiempos. Máxime cuando estos novedosos elementos adquieren carta de naturaleza si lo que se quiere garantizar es la mayor de las seguridades en el ejercicio de la profesión.

Dentro de este marco de actuación, la propia IA, como la hemos definido, podría indicarle al software que los contratos consistentes en NDAs o acuerdos de confidencialidad sean directamente dirigidos o enviados a una persona concreta, por ejemplo al propio cliente, y este destinatario sepa fehacientemente quien se los envía, en este caso su abogado. Esta es solo una de las posibilidades que se abren a la hora de poner estos nuevos medios tecnológicos al servicio de la ética profesional del abogado.

En todo caso, la obligada adaptación a las novedades que la evolución de la sociedad impone no debe alejarnos un ápice de los tradicionales requisitos deontológicos que marcan el devenir profesional del letrado, partiendo para ello de sus elementos configuradores.

2.  Elementos configuradores y definición

El abogado hace las veces de depositario de los secretos que guarda su cliente, que a la vez considera que los deja a buen recaudo, y es asimismo destinatario, primero y último, de las comunicaciones confidenciales, electrónicas o no, que se realizan entre ambos (2) . Por ello el Código de Deontología de los Abogados de la Unión Europea valora el secreto profesional como el derecho, pero también la obligación, fundamental y primordial del abogado (artículos 2.3 y 3.2) (3) .

Para poder llevar a cabo la mejor de las defensas el letrado precisa conocer toda la información relevante y necesaria que atesora su cliente, cuya confianza e intimidad debe quedar totalmente salvaguardada por el secreto profesional que a ambos incumbe. Como declara el preámbulo del actual Código Deontológico de la Abogacía Española, aprobado por el Pleno del Consejo General de la Abogacía Española el 6 de marzo de 2019 (con entrada en vigor el 8 de mayo de 2019), «[e]l ciudadano precisa asesoría jurídica —requiere, por tanto, de la figura del abogado— para conocer el alcance y trascendencia de sus actos, y, para ello, debe confesarle sus circunstancias más íntimas», hasta el punto de que el menor de los detalles puede resultar el dato central que favorezca el mejor asesoramiento y defensa jurídica. En este sentido, resulta primordial que todos estos datos y confidencias se mantengan a buen recaudo, con independencia del medio que empleen abogado y cliente para comunicarse, ya sea tecnológico o no.

Pero mientras la generalidad de la doctrina considera que el origen del secreto profesional es ético y no contractual (4) , y su naturaleza no es absoluta sino relativa (5) ; su bien jurídico protegido, en el ámbito de las personas físicas, es la inmunidad personal (6) , o bien la confianza (7) ; y en el de las personas jurídicas, la competencia leal o capacidad competitiva de la empresa (8) .

Por lo demás, puede decirse que el secreto profesional del abogado no es un concepto unívoco en todo el mundo (9) , pues existen diferencias entre la definición tradicional acogida por el Derecho continental europeo y la particular del Derecho anglosajón (10) . Y ello pese a que ambos sistemas jurídicos tienen como común denominador la idea fundamental, ya en origen, de que el secreto profesional es la pieza esencial en la relación abogado-cliente (11) .
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